
REVISTA CATALANA DE DRET AMBIENTAL Vol. XVII Núm. 1 (2026): 1 – 25 
-Crònica- 

[DOI: http://dx.doi.org/10.17345/rcda.4545] 1 

 
 

JURISPRUDENCIA AMBIENTAL CASTILLA LA MANCHA 

(PRIMER SEMESTRE 2026) 

 

NURIA MARIA GARRIDO CUENCA 

Catedrática Derecho Administrativo 

UCLM 

 

 
SUMARIO: I. LA PROTECCIÓN INDIRECTA DE HUMEDALES A TRAVÉS DE LA PAC: STSJ 
CASTILLALA MANCHA 552/2026, DE 2 DE MARZO. II. RED NATURA 2000 Y EVALUACIÓN 
AMBIENTAL: CONTINUIDAD DE UNA LÍNEA RESTRICTIVA. III. LA JURISPRUDENCIA DEL 
TRIBUNAL SUPREMO SOBRE EL TAJO: STS 596/2026 Y LA CONSOLIDACIÓN DE LOS 
CAUDALES ECOLÓGICOS. IV. POTESTAD SANCIONADORA AUTONÓMICA Y NO 
REGRESIÓN: STS 108/2026. V. VALORACIÓN CONJUNTA. 
 

I. LA PROTECCIÓN INDIRECTA DE HUMEDALES A TRAVÉS DE LA PAC: 
STSJ CASTILLALA MANCHA 552/2026, DE 2 DE MARZO- 

La resolución autonómica más significativa del periodo es la Sentencia del 

Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha 552/2026, de 2 de marzo 

(ECLI:ES:TSJCLM:2026:552). El asunto enfrenta a una mercantil agraria con la 

Administración regional a propósito de la reducción de un 3% de las ayudas de 

la PAC por incumplimiento de la condicionalidad ambiental en parcelas incluidas 

en el ámbito de humedales temporales y situadas dentro de un espacio de 

la Red Natura 2000. 

La relevancia de la sentencia no reside solo en el fallo, sino en el tipo de conflicto 

que resuelve. Ya no estamos ante la clásica controversia sobre autorización de 

proyectos, declaración de impacto ambiental o delimitación formal de espacios 

protegidos, sino ante un litigio en el que la tutela ambiental se proyecta sobre 

la gestión ordinaria de ayudas agrarias. Las parcelas litigiosas estaban 

identificadas en la capa SIGPAC correspondiente a humedales y turberas y se 
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encontraban, además, integradas en la ZEPA “Área Esteparia de la Mancha 

Norte”, de modo que la explotación agraria quedaba sometida a las exigencias 

reforzadas derivadas de la BCAM 2, relativa a la protección de humedales y 

turberas. 

El núcleo de la controversia consistía en determinar si la reducción porcentual 

acordada por la Administración estaba suficientemente justificada y si las 

parcelas afectadas podían considerarse incluidas, a efectos de condicionalidad, 

en el ámbito material de la protección reforzada de humedales temporales. El 

Tribunal responde afirmativamente a ambas cuestiones. Por un lado, asume la 

validez de la cartografía y de la información técnica utilizada por la 

Administración para considerar acreditado el carácter ambientalmente sensible 

de las parcelas. Por otro, considera proporcionada la reducción aplicada, 

recordando que el sistema de condicionalidad de la PAC prevé precisamente 

este tipo de consecuencias económicas como reacción graduada frente a 

incumplimientos de obligaciones agroambientales1. 

Lo más interesante del razonamiento judicial es que la sentencia trata la 

condicionalidad no como un elemento periférico del sistema de ayudas, sino 

como un auténtico mecanismo de tutela ambiental indirecta. La lógica 

subyacente es clara: la Unión Europea y la normativa interna permiten 

subordinar el acceso pleno a la financiación agraria al respeto de ciertas 

exigencias mínimas de conservación, y esa subordinación es especialmente 

intensa cuando las prácticas agrarias se desarrollan en espacios vulnerables o 

sujetos a protección específica. En este sentido, la sentencia refuerza la idea de 

que la PAC ya no puede leerse exclusivamente como un instrumento de apoyo 

a la renta agraria, sino también como un vehículo de integración de objetivos 

ambientales. 

La importancia del pronunciamiento para Castilla-La Mancha es evidente. En una 

Comunidad Autónoma donde la relación entre agricultura intensiva, humedales 

interiores, aves esteparias y disponibilidad hídrica constituye uno de los grandes 

nudos ambientales, la sentencia avala una técnica regulatoria de gran relevancia 

 
1 Vid el comentario de la sentencia de Paula CISNEROS, en Jurisprudencia al día. Castilla-La 
Mancha. Humedales temporales « Actualidad Jurídica Ambiental | AJA 

https://www.actualidadjuridicaambiental.com/jurisprudencia-al-dia-castilla-la-mancha-humedales-temporales/
https://www.actualidadjuridicaambiental.com/jurisprudencia-al-dia-castilla-la-mancha-humedales-temporales/
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práctica: el control de determinadas prácticas a través del condicionamiento 

económico de las ayudas. Además, la resolución se alinea con una evolución 

más general del Derecho ambiental, que desplaza parte del esfuerzo protector 

desde las prohibiciones formales hacia sistemas de incentivos y desincentivos 

asociados al uso del suelo. 

Desde un punto de vista doctrinal, la STSJ CLM 552/2026 aporta tres 

enseñanzas. La primera es la centralidad del SIGPAC y de la delimitación 

cartográfica como elemento probatorio y ordenador de la protección ambiental 

en el ámbito agrario. La segunda es la consolidación de la condicionalidad 

reforzada como mecanismo jurídicamente robusto para proteger humedales 

temporales y turberas. La tercera, quizá la más importante, es que la protección 

de la Red Natura 2000 ya no se juega solo en la fase de evaluación de proyectos, 

sino también en la gestión cotidiana de usos agrarios aparentemente ordinarios, 

pero ambientalmente muy sensibles. 

II. RED NATURA 2000 Y EVALUACIÓN AMBIENTAL: CONTINUIDAD DE UNA 
LÍNEA RESTRICTIVA 

Aunque buena parte de la jurisprudencia más visible sobre evaluación ambiental 

y Red Natura 2000 procede del final de 2025, sigue proyectando sus efectos 

sobre el primer semestre de 2026 y conviene integrarla en la crónica 

como contexto jurisprudencial inmediato. En particular, resoluciones como 

la STSJ Castilla-La Mancha 377/2025 2 , en relación con la autorización del 

parque eólico Derramador y su interacción con la Red Natura 2000, ponen de 

relieve una tendencia judicial que obliga a extremar el control de afecciones 

sobre espacios protegidos, incluso cuando el litigio aparece formalmente 

encauzado a través de cuestiones procedimentales o de admisibilidad. 

La Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha 

552/2026 (ECLI:ES:TSJCLM:2026:552), se ha convertido en uno de los 

pronunciamientos más expresivos de cómo la tutela de la Red Natura 2000 se 

desplaza ya claramente hacia el terreno de la política agraria y de las ayudas. 

 
2 Comentada por Paula CISNEROS, en Jurisprudencia al día. Castilla-La Mancha. Evaluación 
ambiental. Red Natura « Actualidad Jurídica Ambiental | AJA 

https://www.actualidadjuridicaambiental.com/jurisprudencia-al-dia-castilla-la-mancha-evaluacion-ambiental-red-natura/
https://www.actualidadjuridicaambiental.com/jurisprudencia-al-dia-castilla-la-mancha-evaluacion-ambiental-red-natura/
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El litigio nace de un recurso contencioso-administrativo interpuesto por una 

mercantil frente a la resolución administrativa que redujo parcialmente la línea 

de ayuda de pago básico correspondiente a la Solicitud Única de ayudas directas 

de la PAC para la campaña 2018. La Administración había aplicado 

una penalización del 3% sobre el importe de las ayudas, al apreciar 

incumplimientos de condicionalidad en varias parcelas agrícolas ubicadas en un 

ámbito especialmente sensible: humedales temporales integrados en la Red 

Natura 2000, identificados como tales en la capa SIGPAC. 

La mercantil articulaba su recurso en torno a varias líneas de alegación: de un 

lado, cuestionaba la correcta identificación de las parcelas como humedales 

temporales y la fiabilidad jurídica de su delimitación cartográfica en SIGPAC; de 

otro, negaba que las prácticas agrarias desarrolladas en dichas parcelas 

vulneraran realmente las exigencias derivadas de la BCAM 2 (protección de 

humedales y turberas), sosteniendo que no se había producido un impacto 

apreciable sobre los valores ambientales protegidos. Finalmente, consideraba 

desproporcionada la reducción de ayudas aplicada y minimizaba el alcance 

vinculante de la condicionalidad ambiental, que presentaba casi como un mero 

requisito formal. 

La Sala desestima el recurso y, al hacerlo, desarrolla un razonamiento que 

merece ser destacado en varios planos. 

En primer lugar, reconoce de forma explícita que la condicionalidad de la 

PAC actúa como un instrumento material de protección ambiental en espacios 

sensibles, y no solo como un conjunto de obligaciones formales anexas a las 

ayudas. El Tribunal subraya que la normativa europea y estatal permite supeditar 

el mantenimiento íntegro de las ayudas al cumplimiento de determinadas 

exigencias agroambientales en parcelas incluidas en humedales, turberas o 

espacios Natura 2000, y que esa supeditación forma parte de la lógica misma de 

la política agraria común. 

En segundo término, otorga plena relevancia jurídica a la delimitación 

cartográfica: la inclusión de las parcelas en la capa SIGPAC de humedales 

temporales y su ubicación en el ámbito de la Red Natura 2000 se consideran 

elementos suficientes para presumir el carácter ambientalmente sensible de la 
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zona, sin perjuicio de la posibilidad de prueba en contrario que en este caso no 

llega a desvirtuar la Administración. Con ello, la sentencia confirma el papel del 

SIGPAC como instrumento central en la articulación de la condicionalidad 

ambiental, reforzando la idea de que la cartografía no es un mero indicador 

técnico, sino un auténtico parámetro de referencia para la actuación 

administrativa y para el control judicial. 

En tercer lugar, la sentencia avala la proporcionalidad de la reducción del 

3% aplicada sobre las ayudas, recordando que el régimen de condicionalidad 

prevé precisamente reducciones porcentuales como respuesta graduada a 

incumplimientos de las BCAM y de los requisitos legales de gestión. El Tribunal 

niega que nos encontremos ante una sanción encubierta y recuerda que la PAC 

incorpora su propia lógica sancionadora interna, compatible con, pero distinta 

de, la potestad sancionadora administrativa clásica: aquí lo que se pierde no es 

un derecho adquirido e incondicional, sino una parte de una ayuda condicionada 

al cumplimiento de determinadas obligaciones ambientales. 

Desde una perspectiva material, la STSJ CLM 552/2026, de 2 de marzo3, es 

especialmente significativa porque sitúa en el centro de la controversia a unos 

sujetos hasta hace poco relativamente periféricos en la jurisprudencia ambiental: 

los humedales temporales esteparios incluidos en la Red Natura 2000. La 

sentencia reconoce implícitamente su alta fragilidad frente a intervenciones de 

laboreo, drenado o intensificación, y considera legítimo que el ordenamiento 

utilice la condicionalidad agraria para evitar prácticas que puedan alterar la 

estructura del suelo o la funcionalidad ecológica de estos enclaves. 

La lectura de la sentencia en clave de sistema permite extraer al menos tres 

consecuencias doctrinales: en primer lugar, que la Red Natura 2000 se proyecta 

ya más allá del régimen clásico de planes de gestión y evaluaciones de impacto, 

infiltrándose en el modo en que se conciben y controlan las ayudas públicas a la 

agricultura; en segundo lugar, que la PAC se consolida como un vector de 

cumplimiento ambiental en Castilla-La Mancha, especialmente en ámbitos 

donde el conflicto entre uso agrario y conservación (humedales interiores, 

 
3 Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha (Albacete), de 2 de marzo 
de 2026 (Sala de lo Contencioso, Sección 1.ª, Ponente: María Pérez Pliego) - Dialnet 

https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=10743503
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=10743503
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medios esteparios) es estructural; y, en tercer lugar, que la cartografía y los 

instrumentos de información geográfica (SIGPAC, capas de humedales, 

delimitaciones de ZEPA y ZEC) pasan a desempeñar una función casi 

“constitutiva” del estatuto jurídico de los terrenos a efectos de condicionalidad. 

En definitiva, la Sentencia muestra cómo la protección de la Red Natura 2000 y 

de los humedales temporales en Castilla-La Mancha se desplaza 

progresivamente desde el plano de las grandes declaraciones y planes hacia el 

terreno, menos visible pero quizá más eficaz, de la disciplina de usos agrarios 

condicionada por la PAC. En un semestre marcado por la aprobación del Plan 

Director de la Red Natura 2000 y por el refuerzo del aparato inspector, la 

sentencia introduce un elemento clave de coherencia: el recordatorio de que la 

conservación efectiva depende tanto del diseño de los instrumentos 

planificadores como de la capacidad de hacer cumplir sobre el terreno 

obligaciones ambientales integradas en políticas sectoriales tan decisivas como 

la agraria 

 

III. LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO SOBRE EL TAJO: STS 
596/2026 Y LA CONSOLIDACIÓN DE LOS CAUDALES ECOLÓGICOS 

En el plano estatal, la resolución más importante para Castilla-La Mancha 

durante el semestre es la Sentencia del Tribunal Supremo 596/2026, dictada por 

la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, que desestima 

íntegramente el recurso interpuesto por el Sindicato Central de Regantes del 

Acueducto Tajo-Segura contra el Real Decreto 35/2023, aprobatorio de los 

planes hidrológicos del tercer ciclo, entre ellos el del Tajo. 

La sentencia resulta trascendental porque consolida definitivamente la doctrina 

que el propio Tribunal venía perfilando desde 2019 y que quedó reforzada por la 

sentencia de mayo de 2025 sobre la aplicación inmediata de los caudales 

ecológicos en determinadas masas de agua del Tajo. El Supremo reitera que 

los caudales ecológicos no son un elemento accesorio o programático del plan 

hidrológico, sino una restricción previa y superior a cualquier uso del agua, 

incluido el trasvase Tajo-Segura. Con ello, la sentencia desplaza el centro del 
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debate desde la mera distribución del recurso hacia el cumplimiento de los 

objetivos ambientales exigidos por la Directiva Marco del Agua. 

La importancia del fallo es doble. En primer lugar, cierra —al menos 

provisionalmente— uno de los principales frentes jurídicos abiertos contra la 

revisión del plan del Tajo, al validar la opción del planificador de reforzar los 

caudales ecológicos como condición para la recuperación del buen estado de la 

cuenca. En segundo lugar, dota de una base jurídica especialmente sólida a la 

posición mantenida por Castilla-La Mancha en su controversia con la 

Administración estatal sobre la adaptación de las reglas de explotación del 

trasvase Tajo-Segura a esa nueva realidad ambiental y jurisprudencial. 

Lo más destacable del razonamiento del Tribunal es que el objetivo ambiental 

deja de aparecer subordinado a la lógica tradicional del aprovechamiento y se 

convierte en el presupuesto jurídico de cualquier decisión posterior. En otras 

palabras, ya no se trata de equilibrar libremente intereses entre usos y 

protección, sino de partir de la premisa de que el mantenimiento de un caudal 

ecológico suficiente es condición de legalidad de la ordenación hidrológica 

misma. Esta mutación conceptual tiene una enorme trascendencia para 

Castilla-La Mancha, donde el conflicto del Tajo-Segura ha sido durante décadas 

uno de los grandes ejes de tensión entre política hidráulica y protección 

ambiental. 

Además, la sentencia proyecta sus efectos más allá del trasvase. Refuerza 

también la idea de que la planificación hidrológica debe estar materialmente 

subordinada a los objetivos ambientales de la Directiva Marco del Agua, no solo 

en el Tajo, sino en cualquier cuenca donde se debata la suficiencia de caudales, 

la protección de ecosistemas acuáticos o la relación entre recursos disponibles 

y presiones agrarias, urbanas o industriales. Desde esta perspectiva, la STS 

596/2026 representa un paso más en la “ambientalización” del Derecho de aguas 

español. 
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IV. POTESTAD SANCIONADORA AUTONÓMICA Y NO REGRESIÓN: STS 
108/2026 

La otra sentencia estatal con incidencia autonómica destacable es la STS 

108/2026, de 25 de febrero ECLI: ES:TS:2026:515, que resuelve un litigio 

relativo a una sanción ambiental impuesta por la Junta de Comunidades de 

Castilla-La Mancha. Aunque no tiene la carga estructural del caso del Tajo, sí 

merece atención por el tipo de doctrina que proyecta sobre la acción 

administrativa autonómica. 

La resolución insiste, ante todo, en exigencias clásicas del Derecho 

sancionador: tipicidad, legalidad y proporcionalidad. El mensaje del Tribunal 

Supremo es claro: la protección del medio ambiente no autoriza a flexibilizar las 

garantías que rigen la potestad sancionadora, y las administraciones 

autonómicas deben construir sus expedientes y sus tipos infractores con 

suficiente precisión normativa y con una motivación proporcionada de la 

respuesta punitiva. Esta afirmación tiene relevancia particular en un semestre en 

el que Castilla-La Mancha refuerza, precisamente, su aparato de inspección y 

control ambiental. 

Pero la sentencia es interesante también porque incorpora referencias 

al principio de no regresión ambiental, un principio todavía en fase de 

consolidación jurisprudencial, pero cada vez más presente en la argumentación 

doctrinal y judicial. Aunque la sentencia no construye todavía una teoría acabada 

del mismo, sí sugiere que las reformas normativas y las interpretaciones 

administrativas deben ser observadas a la luz del mantenimiento de los niveles 

de protección ya alcanzados. Para una Comunidad Autónoma que anuncia una 

futura Ley de Calidad Ambiental orientada a simplificar procedimientos y 

reordenar técnicas de intervención, esta referencia no es menor. 

La utilidad de este pronunciamiento está, por tanto, en que introduce una nota 

de cautela frente a la expansión del control ambiental. La Administración puede 

—y debe— reforzar inspección, disciplina y tutela del medio ambiente, pero ha 

de hacerlo dentro de parámetros estrictos de seguridad jurídica y sin banalizar 

los límites del ius puniendi administrativo. En este punto, la sentencia ofrece un 
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contrapunto interesante a la lógica expansiva del Programa de Inspección 

Medioambiental 2026. 

V. VALORACIÓN CONJUNTA 

La jurisprudencia del primer semestre de 2026 permite identificar un panorama 

bastante coherente, aunque articulado sobre conflictos diversos. En el nivel 

autonómico, la STSJ CLM 552/2026 confirma que la protección de 

humedales puede y debe articularse también a través de la política agraria y del 

régimen de ayudas, reforzando una concepción funcional de la tutela ambiental. 

En el plano estatal, la STS 596/2026 sitúa definitivamente los caudales 

ecológicos del Tajo como presupuesto jurídico inderogable de la planificación y 

de la explotación del trasvase Tajo-Segura, reforzando la posición de Castilla-La 

Mancha en uno de sus conflictos ambientales más emblemáticos. Y, en un plano 

transversal, la STS 108/2026 recuerda que esa intensificación del control 

ambiental debe desarrollarse dentro de las garantías propias del Derecho 

sancionador y a la luz de la incipiente consolidación del principio de no regresión. 

 

 


